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Concepto 5587
Según lo dispuesto en los artículos 242, numeral 2 y 278, numeral 5 de la Constitución Política, procedo a rendir concepto en relación con la demanda que, en ejercicio de la acción pública consagrada en los artículos 40, numeral 6 y 242, numeral 1 de la Carta, instauró el ciudadano JORGE ARANGO MEJIA en nombre propio y en representación de la doctora SANDRA MORELLI RICO, Contralora General de la República contra la Ley 872 de 2003, “Por la cual se crea el sistema de gestión de la calidad en la Rama Ejecutiva del Poder Público y en otras entidades prestadoras de servicio”, cuyo texto es el siguiente:

LEY 872 DE 2003
(diciembre 30)

Diario Oficial No. 45.418, de 2 de enero de 2004

PODER PÚBLICO - RAMA LEGISLATIVA

Por la cual se crea el sistema de gestión de la calidad en la Rama Ejecutiva del Poder Público y en otras entidades prestadoras de servicios.

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:

ARTÍCULO 1o. CREACIÓN DEL SISTEMA DE GESTIÓN DE LA CALIDAD. Créase el Sistema de Gestión de la calidad de las entidades del Estado, como una herramienta de gestión sistemática y transparente que permita dirigir y evaluar el desempeño institucional, en términos de calidad y satisfacción social en la prestación de los servicios a cargo de las entidades y agentes obligados, la cual estará enmarcada en los planes estratégicos y de desarrollo de tales entidades. El sistema de gestión de la calidad adoptará en cada entidad un enfoque basado en los procesos que se surten al interior de ella y en las expectativas de los usuarios, destinatarios y beneficiarios de sus funciones asignadas por el ordenamiento jurídico vigente.

ARTÍCULO 2o. ENTIDADES Y AGENTES OBLIGADOS. El sistema de gestión de la calidad se desarrollará y se pondrá en funcionamiento en forma obligatoria en los organismos y entidades del Sector Central y del Sector Descentralizado por servicios de la Rama Ejecutiva del Poder Público del orden Nacional, y en la gestión administrativa necesaria para el desarrollo de las funciones propias de las demás ramas del Poder Público en el orden nacional. Así mismo en las Corporaciones Autónomas Regionales, las entidades que conforman el Sistema de Seguridad Social Integral de acuerdo con lo definido en la Ley 100 de 1993, y de modo general, en las empresas y entidades prestadoras de servicios públicos domiciliarios y no domiciliarios de naturaleza pública o las privadas concesionarios del Estado.

PARÁGRAFO 1o. La máxima autoridad de cada entidad pública tendrá la responsabilidad de desarrollar, implementar, mantener, revisar y perfeccionar el Sistema de Gestión de la Calidad que se establezca de acuerdo con lo dispuesto en la presente ley. El incumplimiento de esta disposición será causal de mala conducta.

PARÁGRAFO 2o. Las Asambleas y Concejos podrán disponer la obligatoriedad del desarrollo del Sistema de Gestión de la Calidad en las entidades de la administración central y descentralizadas de los departamentos y municipios.

PARÁGRAFO TRANSITORIO. Las entidades obligadas a aplicar el Sistema de Gestión de la Calidad, contarán con un término máximo de cuatro (4) años a partir de la expedición de la reglamentación contemplada en el artículo 6 de la presente ley para llevar a cabo su desarrollo.

ARTÍCULO 3o. CARACTERÍSTICAS DEL SISTEMA. El Sistema se desarrollará de manera integral, intrínseca, confiable, económica, técnica y particular en cada organización, y será de obligatorio cumplimiento por parte de todos los funcionarios de la respectiva entidad y así garantizar en cada una de sus actuaciones la satisfacción de las necesidades de los usuarios.

PARÁGRAFO. Este Sistema es complementario a los sistemas de control interno y de desarrollo administrativo establecidos por la Ley 489 de 1998.

El Sistema podrá integrarse al Sistema de Control Interno en cada uno de sus componentes definidos por el Departamento Administrativo de la Función Pública, de acuerdo con las políticas adoptadas por el Presidente de la República.

ARTÍCULO 4o. REQUISITOS PARA SU IMPLEMENTACIÓN. Para dar cumplimiento a lo dispuesto en la presente ley, las entidades deben como mínimo:

a) Identificar cuáles son sus usuarios, destinatarios o beneficiarios de los servicios que presta o de las funciones que cumple; los proveedores de insumos para su funcionamiento; y determinar claramente su estructura interna, sus empleados y principales funciones;

b) Obtener información de los usuarios, destinatarios o beneficiarios acerca de las necesidades y expectativas relacionadas con la prestación de los servicios o cumplimiento de las funciones a cargo de la entidad, y la calidad de los mismos;

c) Identificar y priorizar aquellos procesos estratégicos y críticos de la entidad que resulten determinantes de la calidad en la función que les ha sido asignada, su secuencia e interacción, con base en criterios técnicos previamente definidos por el Sistema explícitamente en cada entidad;

d) Determinar los criterios y métodos necesarios para asegurar que estos procesos sean eficaces tanto en su operación como en su control;

e) Identificar y diseñar, con la participación de los servidores públicos que intervienen en cada uno de los procesos y actividades, los puntos de control sobre los riesgos de mayor probabilidad de ocurrencia o que generen un impacto considerable en la satisfacción de las necesidades y expectativas de calidad de los usuarios o destinatarios, en las materias y funciones que le competen a cada entidad;

f) Documentar y describir de forma clara, completa y operativa, los procesos identificados en los literales anteriores, incluyendo todos los puntos de control. Solo se debe documentar aquello que contribuya a garantizar la calidad del servicio;

g) Ejecutar los procesos propios de cada entidad de acuerdo con los procedimientos documentados;

h) Realizar el seguimiento, el análisis y la medición de estos procesos;

i) Implementar las acciones necesarias para alcanzar los resultados planificados y la mejora continua de estos procesos.

PARÁGRAFO 1o. Este sistema tendrá como base fundamental el diseño de indicadores que permitan, como mínimo, medir variables de eficiencia, de resultado y de impacto que faciliten el seguimiento por parte de los ciudadanos y de los organismos de control, los cuales estarán a disposición de los usuarios o destinatarios y serán publicados de manera permanente en las páginas electrónicas de cada una de las entidades cuando cuenten con ellas.

PARÁGRAFO 2o. Cuando una entidad contrate externamente alguno de los procesos involucrados en el Sistema de Gestión de Calidad, deberá asegurar la existencia de control de calidad sobre tales procesos.

ARTÍCULO 5o. FUNCIONALIDAD. El sistema debe permitir:

a) Detectar y corregir oportunamente y en su totalidad las desviaciones de los procesos que puedan afectar negativamente el cumplimiento de sus requisitos y el nivel de satisfacción de los usuarios, destinatarios o beneficiarios;

b) Controlar los procesos para disminuir la duplicidad de funciones, las peticiones por incumplimiento, las quejas, reclamos, denuncias y demandas;

c) Registrar de forma ordenada y precisa las estadísticas de las desviaciones detectadas y de las acciones correctivas adoptadas;

d) Facilitar control político y ciudadano a la calidad de la gestión de las entidades, garantizando el fácil acceso a la información relativa a los resultados del sistema;

e) Ajustar los procedimientos, metodologías y requisitos a los exigidos por normas técnicas internacionales sobre gestión de la calidad.

ARTÍCULO 6o. NORMALIZACIÓN DE CALIDAD EN LA GESTIÓN. En la reglamentación del sistema de gestión de la calidad el Gobierno Nacional expedirá, dentro de los doce (12) meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley, una norma técnica de calidad en la gestión pública en la que podrá tener en cuenta las normas técnicas internacionales existentes sobre la materia.

La norma técnica expedida por el Gobierno deberá contener como mínimo disposiciones relativas a:

1. Los requisitos que debe contener la documentación necesaria para el funcionamiento del sistema de gestión de calidad, la cual incluye la definición de la política y objetivos de calidad, manuales de procedimientos y calidad necesarios para la eficaz planificación, operación y control de procesos, y los requisitos de información que maneje la entidad.

2. Los mínimos factores de calidad que deben cumplir las entidades en sus procesos de planeación y diseño.

3. Los controles de calidad mínimos que deben cumplirse en la gestión de Recursos Humanos y de infraestructura.

4. Los controles o principios de calidad mínimos que deben cumplirse en el desarrollo de la función o la prestación del servicio y en los procesos de comunicación y atención a usuarios destinatarios.

5. Las variables mínimas de calidad que deben medirse a través de los indicadores que establezca cada entidad, en cumplimiento del parágrafo 1o del artículo 4 de esta ley.

6. Los requisitos mínimos que debe cumplir toda entidad en sus procesos de seguimiento y medición de la calidad del servicio y de sus resultados.

7. Los objetivos y principios de las acciones de mejoramiento continuo y las acciones preventivas y correctivas que establezcan cada entidad.

En ningún caso el decreto que expida la norma técnica podrá alterar ni desarrollar temas relativos a la estructura y funciones de la administración, al régimen de prestación de servicios públicos, al estatuto general de contratación de la administración pública, ni aspectos que pertenezcan a la competencia legislativa general del Congreso. Cada entidad definirá internamente las dependencias y funcionarios que de acuerdo con sus competencias deban desarrollar el Sistema de Gestión de la Calidad, sin que ello implique alteración de su estructura o tamaño.

ARTÍCULO 7o. CERTIFICACIÓN DE CALIDAD. Una vez implementado el sistema y cuando la entidad considere pertinente podrá certificar su Sistema de Gestión de la Calidad con base en las normas internacionales de calidad.

PARÁGRAFO 1o. El Gobierno Nacional diseñará los estímulos y reconocimientos de carácter público a las entidades que hayan implementado su sistema de gestión de calidad y publicará periódicamente el listado de entidades que hayan cumplido con lo establecido en la presente ley.

PARÁGRAFO 2o. <Parágrafo derogado por el artículo 276 de la Ley 1450 de 2011> 

ARTÍCULO 8o. APOYO ESTATAL. Durante el desarrollo del sistema de gestión de calidad y su posterior certificación, la Escuela Superior de Administración Pública, ESAP, el Servicio Nacional de Aprendizaje, SENA, el Departamento Administrativo de la Función Pública y demás instituciones de orden distrital y nacional que dentro de su ordenamiento jurídico deban garantizar la eficiencia y el buen desarrollo de la función pública brindarán el apoyo a que hubiere lugar prestando el debido acompañamiento a las entidades que así lo solicite n.

ARTÍCULO 9o. VIGENCIA. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.

El Presidente del honorable Senado de la República,

GERMÁN VARGAS LLERAS.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

EMILIO RAMÓN OTERO DAJUD.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

ALONSO ACOSTA OSIO.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

ANGELINO LIZCANO RIVERA.

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL

PUBLÍQUESE Y EJECÚTESE.

Dada en Bogotá, D. C., a 30 de diciembre de 2003.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

El Viceministro Técnico del Ministerio de la Protección Social, encargado de las funciones del despacho del Ministro de la Protección Social,

JAIRO AUGUSTO NÚÑEZ MÉNDEZ.

1.  Planteamiento de la demanda
El ciudadano JORGE ARANGO MEJIA, en nombre propio y en representación de la doctora SANDRA MORELLI RICO, Contralora General de la República, considera que la Ley 872 de 2003, “Por la cual se crea el sistema de gestión de la calidad en la Rama Ejecutiva del Poder Público y en otras entidades prestadoras de servicios”, quebranta los artículos 209, 267, 268, 269 y 272 de la Carta Política, por las siguientes razones:

1.1. El artículo 1 de la Ley 872 de 2003, al contemplar unas finalidades del sistema de gestión de calidad y permitir dirigir y evaluar el desempeño institucional, quebranta el inciso 2 del artículo 209 Superior, concretamente porque está creando un control interno paralelo.

1.2. El artículo 2 de la Ley 872 de 2003 vulnera el artículo 269 constitucional, cuando están obligando a las entidades a implementar el sistema de certificación de calidad sin que esté contemplado expresamente en la Carta Política.

“…una función concreta, específica, del Contralor General de la República: conceptuar sobre “la calidad y eficiencia del control fiscal interno…”, atribución que pugna con el Sistema de Certificación de calidad como está estructurado en la ley 872...”

(…)

“Estas normas, sin necesidad de ahondar en el examen, muestran a las claras que el control interno tiene un discutible fundamento constitucional. Y no pugna con esta conclusión el que en la norma última transcrita se habla del “Control fiscal interno”, pues éste es el mismo “control interno”.  ¿Por qué? Porque, en últimas, uno y otro tienen la misma finalidad: la eficacia de la administración y la defensa del erario, que están íntimamente ligadas. Es verdad que el artículo 267 de la Constitución comienza con esta frase: “El control fiscal es una función que ejercerá la Contraloría general de la República…”.  Pero lo anterior, es únicamente, la afirmación de que el máximo organismo de control es esta entidad. Y que el control que ejerce está sobre el interno propio de cada oficina del Estado.  Dicho en los términos más sencillos, corresponde a la Contraloría evaluar, calificar, el control interno de las diferentes oficinas del Estado: “Conceptuar sobre la calidad. Eficiencia del control fiscal interno de las entidades y organismos del Estado”…”

Y, cuando se refiere al sistema de gestión de calidad, señala:

“En este punto del presente estudio, aparece ya la inconstitucionalidad de la ley 872 de 2003, específicamente por este aspecto: crea un sistema de gestión de calidad –es decir, de vigilancia del control interno- no previsto en la Constitución y que sería paralelo a la 6ª atribución que ésta le asigna al Contralor General de la República en el artículo 268”.

1.3. El parágrafo del artículo 3 de la Ley 872 de 2003, vulnera el artículo 268 constitucional, al establecer el sistema de gestión de calidad complementario a los sistemas de control interno.  En sentir del accionante, su contenido crea una situación “conflictiva casi insoluble”, en el evento en que el Contralor General de la República conceptúe desfavorablemente sobre el control interno en virtud de las atribuciones constitucionales.

1.4. El parágrafo 1 del artículo 4 de la Ley 872 de 2003, vulnera el artículo 267 constitucional, al crear un  mecanismo para la evaluación a través del diseño de indicadores para medir variables de eficiencia, de resultado y de impacto por parte de los ciudadanos y de los organismos de control, porque esta medición es equivalente a la vigilancia de la gestión descrita en el artículo 267 Superior, y a sabiendas que la gestión fiscal del Estado está atribuida a la Contraloría General de la República y a los contralores departamentales, distritales y municipales.  

1.5. Finalmente, considera que se vulnera el artículo 272 constitucional, porque “los contralores departamentales, distritales y municipales ejercerán, en el ámbito de su jurisdicción, las funciones atribuidas al contralor general de la república, es evidente que lo escrito en relación con este funcionario es válido, mutatis mutandis, en lo que se refiere a los otros”.

2. Aclaración previa

En el caso sub examine el actor al demandar la Ley 872 de 2003, se limita a efectuar unos reproches en contra de los artículos 1º, 2º, y al parágrafo 1º del artículo 4º, en los que se evidencia unos problemas de interpretación con los instrumentos de gerencia pública y el control fiscal y una ausencia de claridad y suficiencia en su argumentación, por lo que se solicitará a la Corte Constitucional declararse inhibida para conocer de la presente demanda.  No obstante la inhibición planteada, el Ministerio Público se pronunciará de fondo en el presente caso ante la eventualidad que la Corporación decidiera abordar el estudio de la presente demanda.

3.  Problema jurídico

Al Ministerio Público le corresponde precisar:

3.1. Si el artículo 1 de la Ley 872 de 2003 vulnera el inciso 2 del artículo 209 Superior, al establecer el sistema de gestión de calidad en la Rama Ejecutiva del Poder Público y en otras entidades prestadoras de servicios como un sistema paralelo al control interno.

3.2. Si el artículo 2 de la Ley 872 de 2003 vulnera el artículo 269 constitucional, cuando obliga a la Rama Ejecutiva y a otras entidades prestadoras de servicios a implementar el sistema de certificación de calidad sin existir fundamento constitucional para el sistema de gestión de calidad de las entidades.

3.3. Si el parágrafo 1 del artículo 4 de la Ley 872 de 2003, al incluir en el sistema de gestión de calidad un proceso de evaluación para medir variables de eficiencia, de resultado y de impacto, vulnera el artículo 267 Superior, por cuanto esta medición es equivalente al contenido descrito en el mismo artículo constitucional cuando asigna la vigilancia de la gestión fiscal del Estado a la Contraloría General de la República.

Sobre el particular el Ministerio Público ha de conceptuar lo siguiente:

4.
Análisis jurídico

El actor sostiene que al implementarse el sistema de gestión de calidad en la Rama Ejecutiva del Poder Público y en otras entidades prestadoras de servicios a través de la ley demandada, el legislador está creando un control paralelo al control interno y sin fundamento constitucional.  Al efecto, hay que empezar por señalar que la Ley 872 de 2003 acusada, se adelantó por iniciativa del legislador, pues hace parte de su competencia en ejercicio del principio de la libre configuración legislativa, ya que a él le corresponde hacer las leyes, y como lo ha señalado la jurisprudencia de la Corte Constitucional,  de esta manera  “lo habilita no sólo para producir el derecho sino también para cambiarlo, adecuarlo y suprimirlo, atendiendo a las demandas sociales, a la conveniencia pública y a las políticas que en materia legislativa el constituyente derivado dejó abiertas”, y “…como lo ha expresado en diferentes providencias, la actividad legislativa, por el hecho de regular aspectos relacionados con la conducta humana y con sus relaciones socioeconómicas y políticas, es por esencia evolutiva y dinámica y, desde esa perspectiva, antes que interpretarse en sentido restringido, debe abarcar o comprender todos aquellos asuntos o aspectos que, a pesar de no haber sido avocados expresa y directamente por el constituyente, sí guardan relación con la materia de la producción legal, siempre y cuando los mismos no se encuentren prohibidos por la Constitución ni hayan sido confiados a otros organismos del poder público”.  (C-1648 de 2000).

Por lo anterior, se observa que la Ley 872 de 2003 sí tiene origen en la Carta Política, por cuanto el legislador la adelantó en virtud de las facultades establecidas en el artículo 150 numerales 1º y 2º Superior, además que el contenido de la ley acusada, como herramienta para el cumplimiento de la función pública administrativa, igual que el control interno, busca la eficiencia y la eficacia de los servicios que prestan las diferentes entidades del Estado. Así lo establece el artículo 209 Superior:

ARTICULO 209. La función administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones. 

Las autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones para el adecuado cumplimiento de los fines del Estado. La administración pública, en todos sus órdenes, tendrá un control interno que se ejercerá en los términos que señale la ley. 

Ahora bien, en el artículo 1º de la ley acusada, establece que el sistema de gestión de calidad es una herramienta de gestión sistemática y transparente que permite dirigir y evaluar el desempeño institucional a cargo de las entidades de la Rama del Poder Público y en otras entidades prestadoras de servicios, por lo que no se percibe de qué manera el proceso de certificación del sistema de gestión de la calidad desconozca la función administrativa.  Todo lo contrario, refuerza la posibilidad de permitir dirigir y evaluar el desempeño institucional en términos de calidad y satisfacción social en la prestación de los servicios para el adecuado cumplimiento de los fines del Estado.  En consecuencia, se solicitará la exequibilidad del artículo 1º de la Ley 872 de 2003, en lo acusado.

En relación con el artículo 2º de la Ley 872 de 2003, es del caso señalar que el sentido de esta disposición no está dirigido al control fiscal que ha sido definido por la jurisprudencia, como el mecanismo a través del cual el Estado vela por la adecuada gestión de las finanzas suyas, como equivocadamente el accionante lo interpreta; por el contrario, el alcance del precepto impugnado es que el sistema de gestión de calidad se “desarrollará y se pondrá en funcionamiento en forma obligatoria en los organismos y entidades del Sector Central y del Sector Descentralizado por servicios de la Rama Ejecutiva del Poder Público del orden nacional, y en la gestión administrativa necesaria para el desarrollo de las funciones propias de las demás ramas del Poder Público en el orden nacional.  Así mismo en las Corporaciones Autónomas Regionales, las entidades que conforman el Sistema de Seguridad Social Integral de acuerdo con lo definido en la Ley 100 de 1993, y de modo general, en las empresas y entidades prestadoras de servicios públicos domiciliarios y no domiciliarios de naturaleza pública o las privadas concesionarios del Estado”.  
En la citada disposición se establece que en cada una de estas entidades el máximo responsable de cada entidad es quien responde por su implementación y desarrollo, y es quien “definirá internamente las dependencias y funcionarios que de acuerdo con sus competencias deban desarrollar el Sistema de Gestión de la Calidad, sin que ello implique alteración de su estructura o tamaño” (artículo 6º), es decir, cada entidad le corresponde tener sus representantes, aún es más, en el evento de incumplimiento a su acatamiento la norma menciona que será causal de mala conducta, y no como lo interpreta el demandante alrededor de la ley impugnada, considerando que este sistema corresponde adelantarlo a una sola entidad, esto es, a la Contraloría General de la República, por cuanto él cree que el sistema de gestión de calidad como tal, es igual al control interno.  En sus palabras:

“La primera, que el Sistema de Gestión de Calidad es igual al control interno. Podría decirse que es una guía o serie de reglas o recomendaciones para ejercerlo. Y si esta apreciación es correcta, no parece aceptable, por el aspecto de la economía, la eficacia y la celeridad, esa duplicidad de servidores públicos dedicados a la misma tarea.

Si, por el contrario, se acepta que el Sistema de Gestión de Calidad tiene la finalidad de evaluar el control interno o control fiscal interno (porque realmente sí es diferente a éste), es evidente, innegable, que esa evaluación corresponde al Contralor General de la República, por disposición expresa del artículo 268 de la Constitución (6ª atribución). Lo cual, en consecuencia, hace inconstitucional la ley 872.

En síntesis, puede afirmarse que el Sistema de Gestión de Calidad no tiene fundamento en la Constitución, pues ésta no lo contempla en ninguna de sus disposiciones. Y lo que es más grave: Su estructura y finalidades corresponden a funciones o finalidades que la misma Constitución señala a la Contraloría General de la República”
. 

En ese contexto, puede afirmarse que la presente acusación se fundamenta a partir de proposiciones inexistentes que no surgen de la normativa acusada, y por lo tanto, no se observa una posible vulneración del artículo 267 Superior, porque además allí se advierte taxativamente que el control fiscal es posterior y selectivo a las actuaciones de la administración, diferente al  control interno que es anterior, tal como lo señalan los  artículos 9 y 10 de la Ley 87 de 1993, en el que también establecen que la verificación y evaluación del Sistema de Control Interior será ejercido por quien sea designado por el representante legal o máximo directivo del organismo respectivo.  

Entre tanto, el sistema de gestión de calidad se implementa como lo contempla el artículo 4º de la Ley 872 de 2003, que señala los requisitos para adelantarla, así:

ARTÍCULO 4o. REQUISITOS PARA SU IMPLEMENTACIÓN. Para dar cumplimiento a lo dispuesto en la presente ley, las entidades deben como mínimo:

a) Identificar cuáles son sus usuarios, destinatarios o beneficiarios de los servicios que presta o de las funciones que cumple; los proveedores de insumos para su funcionamiento; y determinar claramente su estructura interna, sus empleados y principales funciones;

b) Obtener información de los usuarios, destinatarios o beneficiarios acerca de las necesidades y expectativas relacionadas con la prestación de los servicios o cumplimiento de las funciones a cargo de la entidad, y la calidad de los mismos;

c) Identificar y priorizar aquellos procesos estratégicos y críticos de la entidad que resulten determinantes de la calidad en la función que les ha sido asignada, su secuencia e interacción, con base en criterios técnicos previamente definidos por el Sistema explícitamente en cada entidad;

d) Determinar los criterios y métodos necesarios para asegurar que estos procesos sean eficaces tanto en su operación como en su control;

e) Identificar y diseñar, con la participación de los servidores públicos que intervienen en cada uno de los procesos y actividades, los puntos de control sobre los riesgos de mayor probabilidad de ocurrencia o que generen un impacto considerable en la satisfacción de las necesidades y expectativas de calidad de los usuarios o destinatarios, en las materias y funciones que le competen a cada entidad;

f) Documentar y describir de forma clara, completa y operativa, los procesos identificados en los literales anteriores, incluyendo todos los puntos de control. Solo se debe documentar aquello que contribuya a garantizar la calidad del servicio;

g) Ejecutar los procesos propios de cada entidad de acuerdo con los procedimientos documentados;

h) Realizar el seguimiento, el análisis y la medición de estos procesos;

i) Implementar las acciones necesarias para alcanzar los resultados planificados y la mejora continua de estos procesos.

PARÁGRAFO 1o. Este sistema tendrá como base fundamental el diseño de indicadores que permitan, como mínimo, medir variables de eficiencia, de resultado y de impacto que faciliten el seguimiento por parte de los ciudadanos y de los organismos de control, los cuales estarán a disposición de los usuarios o destinatarios y serán publicados de manera permanente en las páginas electrónicas de cada una de las entidades cuando cuenten con ellas.

PARÁGRAFO 2o. Cuando una entidad contrate externamente alguno de los procesos involucrados en el Sistema de Gestión de Calidad, deberá asegurar la existencia de control de calidad sobre tales procesos.

Y, en el artículo 5 ibídem,  que menciona la funcionalidad del sistema:

ARTÍCULO 5o. FUNCIONALIDAD. El sistema debe permitir:

a) Detectar y corregir oportunamente y en su totalidad las desviaciones de los procesos que puedan afectar negativamente el cumplimiento de sus requisitos y el nivel de satisfacción de los usuarios, destinatarios o beneficiarios;

b) Controlar los procesos para disminuir la duplicidad de funciones, las peticiones por incumplimiento, las quejas, reclamos, denuncias y demandas;

c) Registrar de forma ordenada y precisa las estadísticas de las desviaciones detectadas y de las acciones correctivas adoptadas;

d) Facilitar control político y ciudadano a la calidad de la gestión de las entidades, garantizando el fácil acceso a la información relativa a los resultados del sistema;

e) Ajustar los procedimientos, metodologías y requisitos a los exigidos por normas técnicas internacionales sobre gestión de la calidad.

Ahora bien, en el parágrafo del artículo 3º, de la propia ley se establece que dicho sistema es complementario a los Sistemas de Control Interno y a los sistemas de desarrollo administrativo, incluso se contempla la posibilidad jurídica para la integración del sistema en cada estructura administrativa, lo que resulta viable puesto que las dos tienden a garantizar la eficacia, eficiencia y economía en las actividades de cada una de las entidades donde se implemente, y no como lo interpreta el accionante de ser un control paralelo.  

Al respecto, reza el artículo 3º:

ARTÍCULO 3o. CARACTERÍSTICAS DEL SISTEMA. El Sistema se desarrollará de manera integral, intrínseca, confiable, económica, técnica y particular en cada organización, y será de obligatorio cumplimiento por parte de todos los funcionarios de la respectiva entidad y así garantizar en cada una de sus actuaciones la satisfacción de las necesidades de los usuarios.

PARÁGRAFO. Este Sistema es complementario a los sistemas de control interno y de desarrollo administrativo establecidos por la Ley 489 de 1998.
El Sistema podrá integrarse al Sistema de Control Interno en cada uno de sus componentes definidos por el Departamento Administrativo de la Función Pública, de acuerdo con las políticas adoptadas por el Presidente de la República. (negritas agregadas).

Lo anterior significa que el legislador, cuando definió el sistema de gestión de calidad, lo ubicó como una herramienta de gestión sistemática para evaluar el desempeño institucional en términos de calidad y satisfacción social en la prestación de los servicios a cargo de las entidades obligadas.  También estableció los requisitos para la reglamentación del sistema de gestión de la calidad por parte del Gobierno Nacional, disponiendo que una vez implementado el sistema y cuando la entidad lo considere, podrá certificar el sistema de gestión de calidad con base en las normas internacionales de calidad (artículo 6º).

Finalmente, el Ministerio Público considera necesario transcribir literalmente algunos apartes del concepto citado en el libelo de la demanda, sobre el marco constitucional del sistema de gestión de calidad, que confirma hasta aquí lo expuesto sobre los instrumentos de gerencia pública, contrario a las pretensiones del demandante. El concepto es emitido por la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, No. 11001-03-06-000-2004-01606-01 del 18 de noviembre de 2004, Consejera Ponente: Dra. Gloria Duque Hernández, que al efecto señaló:

(…)

1. Marco constitucional del Sistema de Gestión de la Calidad.

La Constitución Política, en su artículo 209, consagra los principios que rigen la función administrativa, los cuales constituyen piedra angular para la creación de sistemas que, como el de gestión de la calidad y el de control interno buscan alcanzar la eficiencia y la eficacia de la actividad estatal a través del mejoramiento continuo de la gestión pública…”

(…)

La Corte Constitucional, en la sentencia C-506/99, al señalar la importancia del control interno, lo cataloga como un instrumento gerencial, que al igual que el sistema de gestión de la calidad busca mejorar el desempeño institucional en términos de calidad y eficiencia de la gestión…”

(…)

En la mencionada sentencia, la Corte Constitucional, afirmó:

(…)

Especial consideración merece este empleo, dada la importancia que al sistema de control interno da la Constitución de 1991, al  caracterizarlo como principalísimo instrumento gerencial, instituido, junto con el control de segundo grado a cargo de las Contralorías, para asegurar el cabal cumplimiento de la misión de las distintas entidades del Estado.  
En la visión del Constituyente de 1991, el  eficaz y efectivo funcionamiento del control interno, también denominado de primer grado, se articula estrechamente con el que, en forma posterior y selectiva, ejercen las Contralorías en el ámbito de su competencia. De ahí que la eficacia de este último, como control de segundo grado que es, esté condicionada por el grado de eficacia con que se ejerza el control de primer grado al interior de las entidades del Estado por los componentes del Sistema de control interno.
Es del caso destacar que en el artículo 269 C.P., el Constituyente de 1991 fue enfático al disponer en términos categóricos, que al interior de todas las entidades públicas debe existir un control de primer grado, que es el interno.   

Este control es principalmente axiológico y finalista, pues propende por asegurar que la gestión institucional de todos los órganos del Estado, se oriente hacia la realización de los fines que constituyen su objetivo y, que esta se realice con estricta sujeción a los principios constitucionales que guían el ejercicio de la función pública.

Efectivamente, en la citada norma constitucional, el Constituyente de 1991, consagró el siguiente mandato imperativo:

“Artículo 269.- En las entidades públicas, las autoridades correspondientes están obligadas a diseñar y aplicar, según la naturaleza de sus funciones, métodos y procedimientos de control interno, de conformidad con lo que disponga la ley...”
5. Conclusión

En mérito de lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte Constitucional INHIBIRSE para pronunciarse de fondo sobre la constitucionalidad de la Ley 872 de 2003, por cuanto adolece de vicios sustanciales de conformidad con los requisitos que debe cumplir una demanda de inconstitucionalidad, o SUBSIDIARIAMENTE declarar la EXEQUIBILIDAD de los artículos 1º, 2º, y el parágrafo 1º del artículo 4º, de la Ley 872 de 2003, “Por la cual se crea el sistema de gestión de la calidad en la Rama Ejecutiva del Poder Público y en otras entidades prestadoras de servicio”, por los aspectos aquí analizados.

De los Señores Magistrados,

MARTHA ISABEL CASTAÑEDA CURVELO
Viceprocuradora General de la Nación con Funciones de Procuradora General  
GMR/NROA
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